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EL ACUERDO DE UNIÓN CIVIL. UN ERROR HECHO LEY

María Sara Rodríguez1

Resumen
Este trabajo presenta los motivos que inspiran la Ley sobre Acuerdo de Unión 
Civil (en adelante, AUC), en especial su carácter instrumental para la finalidad de 
un matrimonio “igualitario”. Se destaca, especialmente, cómo y por qué se trata 
de una ley que no soluciona las uniones homosexuales, ni las uniones de hecho 
entre varón y mujer. Se ofrecen reflexiones sobre las características del matrimo-
nio real, el único bien humano básico y social que puede dar dignidad, estabilidad 
y confianza a la vida de hombres y mujeres que buscan unirse como amigos, 
como marido y mujer y como padre y madre a la vez, conformando las familias 
que entretejen las bases de la sociedad. Se critica la equiparación de los efectos 
civiles del AUC a los del matrimonio, lo que convierte a esta ley en un error que 
puede causar daños personales y sociales perversos y está en contradicción con el 
deber del Estado de promover y proteger la familia.

Introducción
Con motivo de la promulgación de lo que hoy es la Ley N° 20.680, del 21 de 
abril de 2015, sobre Acuerdo de Unión Civil, el Presidente de la Fundación 
Iguales, escribía: 

[N]uestra agenda no se agota ahí. Si bien la unión civil es un logro histó-
rico […] no conseguiremos la igualdad real hasta que se haya aprobado 

1	 Profesora Titular de Derecho Civil en la Universidad de los Andes (Santiago, Chile). Doctora en De-
recho, Universidad Autónoma de Madrid. LL.M., Northwestern University. Abogado. Licenciada en 
Derecho, Universidad Católica de Chile.
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el matrimonio igualitario. Más de 20 países ya cuentan con él y basta 
solo mirar a Argentina y Uruguay para darse cuenta de que esa es la 
corriente hacia la cual se está moviendo el mundo. Chile no tiene por 
qué ser menos2.

Estas palabras reflejan la verdad detrás del interés que organizaciones 
como Fundación Iguales (en adelante, Iguales) y el Movimiento de Integra-
ción y Liberación Homosexual (en adelante, Movilh) demostraron en la tra-
mitación de esta ley; y los verdaderos motivos por los que se convirtió en ley. 
La presencia de estas organizaciones sociales en el acto de promulgación de 
la ley, dice más que mil palabras. También resulta elocuente la total ausencia 
de esos dos millones de personas que el gobierno del Presidente Piñera es-
timaba que eran los que en Chile convivían3. Es decir, la Ley N° 20.830 res-
ponde a los intereses privados de dos grupos de presión; y, además, el interés 
de estas organizaciones en ella es estratégico, pues indirectamente buscan 
el “matrimonio igualitario”. En declaraciones a un periódico local el día de 
la promulgación de la ley, Luis Larraín, presidente de la Fundación Iguales, 
expresaba: “Este es el primer paso, no descansaremos hasta lograr el matri-
monio igualitario”4.

Voy a dedicar estas líneas a recapitular los motivos que verdaderamente 
impulsaron el AUC hasta llegar a ser ley (1). A continuación, en la segunda 
parte, expongo las razones por las que considero que esta ley es un error que 
no se justifica en nombre de ningún bien personal ni social para los chilenos, 
ni siquiera indirectamente (2). En la tercera parte, expongo de una manera re-
sumida y sistemática la forma en que la ley configura el AUC (3). En la última, 
abordo las múltiples formas en que se asimilan los efectos del AUC a los del 
matrimonio (4). Con estas reflexiones espero contribuir a la convicción de que 
esta ley es un error y que solo podrá causar daño social, aumentando el que ya 
produce la desprotección en que se encuentra la familia y la falta de incentivos 
legales y sociales para casarse.

2	 El Mercurio de Santiago, Sección cartas al director, miércoles 15 de abril de 2015, página A2. Este as-
pecto ya era destacado anteriormente, por ejemplo, por Hernán Corral Talciani, “Acuerdo de Vida en 
Pareja: ¿De la unión civil al matrimonio homosexual?, en Maricruz Gómez de la Torre & Cristián Lepin 
Molina (Coords.), Parejas homosexuales: ¿Unión civil o matrimonial? (Legal Publishing Chile, 2013), pp. 
103-114

3	 Véase: Mensaje N°156-359 de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que 
crea el acuerdo de vida en pareja, Santiago, 8 de agosto de 2011.

4	 Latercera.com, Bachelet promulga Acuerdo de Unión Civil, 13 de abril de 2015.
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1. Motivos por los que se consigue impulsar y poner en vigencia una 
ley sobre AUC

Los motivos por los que parecía haber interés en esta ley podrían resumirse 
en las siguientes proposiciones. (1°) Se consideraba que el legislador debía 
ofrecer un régimen legal adecuado a las uniones homosexuales. (2°) A la vez, 
se pensaba que el legislador no debía demostrar demasiado entusiasmo por 
un estatuto que responde a presiones e intereses de grupo y por esta razón se 
decide extender esta figura a las uniones heterosexuales. (3°) Por otra parte, 
se había instalado en el discurso público la idea de que las uniones de hecho 
(heterosexuales) estaban desprotegidas legalmente y no resultaba  equitativo, 
por tanto, responder a las reivindicaciones de grupos organizados (Movilh e 
Iguales) sin considerar, a la vez, los intereses de un colectivo no organizado 
(las familias de hecho). (4°) A lo anterior se agrega la existencia de fuerzas 
que piensan que el AUC será una manera de frenar la presión política por la 
“legalización” del matrimonio “igualitario”, es decir, homosexual. “El matri-
monio igualitario es algo inaceptable; el AUC no es realmente matrimonio”, 
piensan estos grupos de presión que han empujado esta ley, porque necesita-
ban la credencial política de haberse adherido al AUC para justificar su futura 
oposición al matrimonio homosexual.

Los que nos oponemos al AUC lo hacemos porque constituye la institucio-
nalización de una unión no matrimonial que, en el caso de personas del mismo 
sexo, avanza hacia el matrimonio civil entre personas del mismo sexo o, como 
se ha llamado en Chile “matrimonio igualitario”, una institución contraria a 
cualquier bien personal o social, desde cualquier punto de vista que se la quiera 
mirar. La legalización o institucionalización de uniones de hecho homosexuales 
ha sido un paso previo al llamado “matrimonio homosexual” en todos los países 
del mundo que hoy cuentan con una ley de esta especie. Las palabras citadas al 
principio de esta colaboración son expresión elocuente de este fenómeno.

2. La institucionalización de uniones no matrimoniales es un error

La Ley N° 20.830 institucionaliza uniones no matrimoniales. Es decir, dota a 
las uniones no matrimoniales que quieran acogerse, de un estatuto jurídico 
propio: una forma de celebración formal, unos efectos personales (mínimos), 
unos efectos patrimoniales (equivalentes a los del matrimonio), una forma y 
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causales de terminación, y una jurisdicción. La institucionalización de unio-
nes no matrimoniales como si fueran un matrimonio es, a nuestro juicio, un 
error jurídico, político y moral. Dentro de los límites de esta colaboración, me 
refiero a continuación a los fundamentos por los que pienso que esta ley es un 
error por los siguientes motivos:

a.	 porque las uniones homosexuales no necesitan solución;
b.	 porque el problema de las uniones no matrimoniales o uniones de he-

cho no se soluciona con una nueva institución no matrimonial, como 
la que la ley denomina Acuerdo de Unión Civil; 

c.	 porque solo el matrimonio satisface las verdaderas aspiraciones de 
quienes quieren establecerse como familia para ayudarse, quererse, 
tener y educar a los hijos (y por eso el matrimonio es un –doble– bien 
humano y social básico, intrínsecamente jurídico, que merece el reco-
nocimiento y protección del Estado); y

d.	 porque el AUC solo responde a las pretensiones de una teoría social 
discutida que busca oscurecer la verdad sobre la persona humana se-
xuada, que existe como varón o mujer.

2.1 Las uniones homosexuales no necesitan solución
Actualmente en Chile no hay ley que prohíba la vida en común de dos o más 
personas, de igual o distinto sexo, con o sin contenido afectivo. Se puede ad-
quirir y tener bienes en común, y disponer por causa de muerte a favor de otro 
por testamento de todo lo que la ley permite disponer libremente. Es cierto 
que la cuantía de lo último es ínfima: no más de una cuarta parte de los bienes 
que una persona transmite, si la sobreviven legitimarios (artículos 1182 a 1184 
del Código Civil). Pero esto no tiene nada que ver con la unión homosexual, 
sino con la exorbitante envergadura de las asignaciones forzosas5. Sorprende 
que se resuelva este problema institucionalizando un AUC, en vez de modifi-
car el régimen sucesorio para todos los chilenos. En esto, salen privilegiados 
los que establezcan un AUC en perjuicio de otros chilenos en iguales condi-
ciones. Esto se podría haber mitigado si la Ley N° 20.830 hubiera permitido la 
unión civil de más de dos personas o de personas no unidas entre sí por una 
“vida afectiva en común” (artículo 1°, Ley N° 20.830), extendiendo a todos los 
chilenos este privilegio6.

5	 Para un desarrollo de esta idea, véase: Rodríguez, María Sara, “Contracción de las asignaciones forzo-
sas. Una reforma urgente al sistema sucesorio chileno”, en Estudios de Derecho Civil, V, 2009, p. 423.

6	 Se podría haber adoptado un estatuto semejante al de la ley catalana sobre situaciones de convivencia 
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En materia de salud previsional privada, cualquier chileno puede tener a 
otro como carga médica, en calidad de beneficiario aportante o bien puede pac-
tar un plan compensado de salud con otro7. El sistema público recibe a todos 
los chilenos y el sistema de pensiones permite que los ahorros previsionales 
de cualquiera pasen a sus herederos designados por testamento, aunque se 
trate de alguien ya pensionado8. En este último caso, obviamente, siempre 
que el pensionado haya optado por un retiro programado, pues la renta vi-
talicia es un seguro. Pero, incluso tratándose de seguros, cualquiera puede 
contratar uno a favor de otra persona; o designar beneficiario de pensiones 
de sobrevivencia e invalidez a una tercera persona, siempre que no existan 
beneficiarios con derecho preferente establecido por ley.

El legislador podía dar mayor flexibilidad a estas leyes sin institucionalizar 
el AUC. Para eso eran suficientes unas cuantas reformas legales puntuales 
como los artículos 29, 30 y 31 de la Ley N° 20.830, de 2015. El artículo 29 
establece que cualquiera de los “convivientes legales” puede ser carga legal del 
otro para efectos de los sistemas de salud pública o privada. El artículo 30 au-
toriza a un “conviviente legal” para ser beneficiario de pensión de sobreviven-
cia, en términos equivalentes a los del cónyuge en el sistema de pensiones; y 
el artículo 31 agrega que el “conviviente civil” también puede ser beneficiario 
del sistema de pensiones solidarias de vejez e invalidez de la Ley N° 20.255 
de 2008. ¿Acaso no podía la ley autorizar beneficios de salud y previsionales 
para personas dependientes del cotizante, independientemente de su relación 
afectiva con él?

Por otra parte, la ley de derechos y deberes del paciente autoriza a admitir a 
cualquier otro como compañía de una persona en tratamientos ambulatorios 
u hospitalizaciones. La ley en su artículo Sexto, sostiene que:

Toda persona tiene derecho a que los prestadores le faciliten la compa-
ñía de familiares y amigos cercanos durante su hospitalización y con 
ocasión de prestaciones ambulatorias, de acuerdo con la reglamenta-
ción interna de cada establecimiento, la que en ningún caso podrá res-

de ayuda mutua (cf. Ley 19/1998, de 28 de diciembre, sobre situaciones convivenciales de ayuda mu-
tua).

7	 Véase: artículo 136 del DFL N° 1 (Salud) de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematiza-
do del Decreto Ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469 sobre instituciones de salud 
previsional; Circular IF N° 12 de 20 de enero de 2006; Circular IF N° 116 de 21 de abril de 2010.

8	 Véase: artículo 65, DL 3.500 de 1980; Superintendencia de Pensiones, Norma de Carácter General N° 
60, de 6 de septiembre de 2012.
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tringir este derecho de la persona más allá de lo que requiera su bene-
ficio clínico9.

La lista de los beneficios que tienen y pueden tener los que viven juntos, 
acogiéndose a la legislación común a todos los chilenos es aún más larga. 
Las personas homosexuales no necesitan AUC para establecer una vida o un 
hogar en común. Tampoco necesitan AUC para quererse y acompañarse en 
todas las circunstancias de la vida.

2.2 El AUC no soluciona los problemas de las uniones o familias de hecho
Para justificar una ley sobre AUC se apela, entonces, a ese universo en cierta 
forma indeterminado de familias constituidas por uniones de hecho, que es-
tarían formadas por unos dos millones de chilenos10. La institucionalización 
de las uniones de hecho sería una solución a este problema, según se afirma, 
pero es preciso enjuiciar este slogan. Las uniones no matrimoniales merecen 
dos enfoques. Por una parte, la cuantificación del fenómeno y, por otra, el 
análisis de sus causas, de los problemas sociales que lo producen y de sus 
posibles soluciones.

Las encuestas y estadísticas sociales parecen mostrar un aumento de la 
cohabitación, así como  una disminución proporcional del matrimonio. Se-
gún datos disponibles, en 2012 en Chile había cinco millones de casados, en 
tanto que dos millones de personas decían cohabitar. De acuerdo a estudios, 
esta cantidad de personas cohabitando representaba un 16% del total de los 
que decían tener establecido un hogar en común: un aumento considerable 
respecto de las cifras de 1992, donde la cohabitación representaba el 5% del 
total de los hogares chilenos. Otro estudio informa que en 2014 los casados 
en Chile serían unos 5.6 millones, es decir, un 37.4% del total de hogares, en 
tanto que los que conviven serían 2.3 millones, que constituirían un 15.3% 

9	 Véase: Párrafo 3°, Del derecho a tener compañía y asistencia espiritual; artículo 6°, inciso 1°, Ley N° 
20.584, de 2012, sobre derechos y deberes de las personas respecto de acciones vinculadas a su aten-
ción de salud.

10	 La exposición de motivos del proyecto presentado por el Ejecutivo en 2011 invocaba esta cifra. Véase: 
Mensaje N°156-359 de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que crea el 
Acuerdo de Vida en Pareja, Santiago, 8 de agosto de 2011. Véase: cifras y análisis publicados por Sven-
son, Manfred y Siles, Catalina, Vivir juntos. Reflexiones sobre la convivencia en Chile, (Ediciones Instituto 
de Estudios de la Sociedad), 2014, pp. 20-21. Según un estudio realizado por GfK Adimark, esta cifra 
asciende en 2014 a unos 2.3 millones de chilenos, disponible en: http://www.adimark.cl/es/estudios/
documentos/vida%20en%20pareja.pdf
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del total11. En su aspecto cuantitativo, el AUC no resuelve este problema ni 
tampoco lo soluciona en sus causas.

El fenómeno de las uniones o familias de hecho tiene muchas y complejas 
causas. Sobre el tema hay pocos estudios en Chile, pero los que existen apor-
tan información muy valiosa. Por ejemplo, en un estudio de fuentes estadísti-
cas seguras, los sociólogos Soledad Herrera y Eduardo Valenzuela concluyen 
que en Chile la convivencia (no matrimonial) es una situación más o menos 
permanente; y que prevalece en grupos de baja escolaridad, precariedad e 
inestabilidad económica. En los últimos tiempos, este fenómeno se ha visto 
afectado por algunos factores adicionales. Primero, por una alta tasa de ma-
ternidad adolescente, que se asume cada vez más en soledad o en convivencia, 
reduciéndose el matrimonio en este grupo. Segundo, por un incremento en 
la convivencia prematrimonial entre jóvenes de mayor ingreso y escolaridad, 
incluso con hijos de poca edad. Tercero, por un incremento de uniones de he-
cho que se establecen después de quiebres matrimoniales, pues la proporción 
de segundos matrimonios se mantiene baja12. Es decir, la tasa histórica alta 
de cohabitación se arrastra de generación en generación entre los grupos más 
postergados de la sociedad; y solo se ha visto incrementada por fenómenos 
marginales en los últimos tiempos.

Esta conclusión parece confirmada por un estudio de la socióloga Viviana 
Salinas. Los levantamientos sociológicos realizados permiten a la investigado-
ra plantear que la cohabitación generalmente está relacionada con el contexto 
familiar en que los encuestados, generalmente madres solteras, crecieron. 
La estructura familiar y el nivel socioeconómico del hogar predicen de mejor 
manera el comportamiento futuro de los encuestados al establecer su propio 
hogar. Las altas tasas de nacimientos de madres solteras que no se casan se 
explican más por esta constatación fáctica que por un cambio en sus convic-
ciones valóricas13.

11	 Véase: Herrera, María Soledad; Salinas, Viviana; y Valenzuela, Eduardo, “Familia, pobreza y bienestar 
en Chile: un análisis empírico de las relaciones entre estructura familiar y bienestar”, en Temas de 
la Agenda Pública, Año 6, N° 44, julio 2011. Cf. con estudio basado en CFK Adimark, Chile 3D 2014 
(www.chile3d.cl), disponible en: http://www.adimark.cl/es/estudios/documentos/vida%20en%20pa-
reja.pdf. El estudio compara estos resultados con un levantamiento hecho en 2008, donde los casados 
representaban el 43.3% del universo de hogares versus 11.2% constituidos en uniones de hecho.

12	 Herrera, María Soledad y Valenzuela, Eduardo, “Matrimonios, separaciones y convivencias”, en Por 
todos Valenzuela, Samuel (eds.), El eslabón perdido. Familia, modernización y bienestar en Chile, (Aguilar 
Chilena de Ediciones), pp. 255-256.

13	 Salinas, Viviana, “Socioeconomic Differences According to Family Arrangements in Chile”, en Popu-
lation Research Policy Review, 30, 2011, pp. 677-699, p. 697.
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Ahora bien, a pesar de esta herida que pesa sobre los jóvenes, especial-
mente madres solteras, en un estudio sobre los proyectos de familia y pareja 
entre jóvenes chilenos, María Soledad Herrera concluye que estos “valoran 
altamente y se perciben en el futuro viviendo en familia, constituida con hijos 
y generalmente casados”14. Es decir, aun cuando procedan de familias social 
o culturalmente desfavorecidas, los jóvenes, hombres y mujeres, igualmente 
aspiran al matrimonio.

En efecto, la experiencia enseña que la causa más aguda y lacerante de la 
convivencia en Chile es la pobreza, la precariedad y la inestabilidad, vale decir, 
la manera en que la pobreza ofende y humilla la dignidad de las personas. 
El matrimonio es un bien humano y social básico, pero llega a ser para los 
pobres un artículo de lujo, que no se pueden permitir. Un lujo, porque la vida 
de los pobres transcurre en el esfuerzo de sobrevivir y aún tratándose de una 
aspiración existencial básica, el matrimonio es mirado como algo que podría 
venir después, si antes consiguen satisfacer otras necesidades elementales, 
como la educación, la estabilidad de un trabajo y un lugar donde vivir. En este 
esfuerzo a muchos se les pasa la vida. El matrimonio es, también, para ellos 
un lujo, porque la cultura superficial le exige demasiado al casamiento: una o 
dos ceremonias nupciales “formales” (según si se tenga o no religión), fiesta, 
etcétera. En conclusión, no hay dinero para casarse.

Frente a la indiferencia de la sociedad, ahogados en su miseria material 
y moral, los pobres se conforman con el hecho de reproducirse y sobrevivir. 
Esta es inconscientemente su forma de trascender. Cuantitativamente, éste 
es el fenómeno de la convivencia en Chile. El AUC no contribuye en nada a 
devolverle dignidad a los que conviven por las causas enunciadas. Otras raíces 
del fenómeno de las uniones de hecho, como el desprecio formal por el ma-
trimonio, el individualismo del que no quiere compromisos o la convivencia 
como opción –aunque parezcan una tendencia en alza–, no parecen tener de-
masiada relevancia en Chile. Puede afirmarse que muchos se deslizan hacia 
la cohabitación, porque son generalmente hombres y mujeres cuya forma de 
entregarse al otro es inmadura. No quieren establecerse como familia o quie-
ren postergar esta decisión indefinidamente, aunque vivan juntos. Para estos 
casos, el AUC tampoco es solución. Entre sus defensores, invocan una expe-
riencia francesa de alrededor de un 30% de pactos civiles de solidaridad (en 

14	 Herrera, María Soledad, “Proyectos familiares y de pareja entre los jóvenes de Santiago de Chile”, en 
Última Década N° 25, (Cidpa), diciembre 2006, p. 43. Estos datos y conclusiones contrastan con los 
que presentan Svenson, Manfred y Siles, Catalina, op.cit., p. 16.
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francés abreviado como PACS) donde las personas  después se casan. Pero la 
experiencia francesa también demuestra cómo el PACS se ha convertido en 
una alternativa para los que no quieren compromiso15. Nos arriesgamos a que 
esto sea el AUC en Chile, la opción light frente al compromiso matrimonial.

En conclusión, ninguno de los problemas mencionados anteriormente se 
soluciona con el AUC. La dignidad del matrimonio puede alcanzar a los que 
poseen menos si la sociedad entera los valora y apoya, y a la vez reconoce 
el valor del matrimonio. La educación, un oficio, un trabajo, son formas de 
agregar dignidad a las personas. Su autovaloración las empuja a salir de la 
soledad. El matrimonio les otorga estabilidad y confianza para tener y educar 
a los hijos, para ayudarse y socorrerse en la vida. Es un círculo virtuoso que la 
ley de AUC no estimula.

Son tan variadas las causas de las uniones de hecho que una solución a los 
problemas humanos y sociales que las provocan no puede más que enfren-
tarse caso por caso. Por ejemplo, sería injusto atribuir comunidad de bienes 
a uniones de hecho que no desean tener bienes en común. La parte sobrevi-
viente de una unión de hecho puede actualmente pedir a los tribunales que 
se declare la existencia de una comunidad, si la hubo realmente durante la 
vida en común16. Los tribunales incluso, han favorecido al sobreviviente con 
derechos cuasi hereditarios sobre el patrimonio del difunto, que era casado 
pero no pudo disolver su matrimonio por motivos exógenos17. La ley de AUC 
no mejora en nada estas situaciones. Los que conviven porque no se pueden 
casar (por ejemplo, porque uno de ellos está casado) tampoco pueden “cele-
brar” un AUC. Por otra parte, los tribunales mantienen las atribuciones que 
les da la legislación vigente para satisfacer pretensiones particulares de los 
que puedan verse injustamente perjudicados por haber convivido por largos 
años sin haber podido casarse.

15	 Ver: NYTimes.com, In France, Civil Unions Gain Favor Over Marriage (En Francia, las uniones ci-
viles ganan favor sobre el matrimonio) por Scott Sayare & María de la Baume, Diciembre 15, 2010 
(disponible en: http://www.nytimes.com/2010/12/16/world/europe/16france.html?pagewanted=1&_
r=3&hp#)

16	 Históricamente, este problema se ha encauzado por la vía de reconocer entre los que han vivido unidos 
de hecho la existencia de una sociedad de hecho (Corte Suprema, 3 de marzo de 1909) o una comuni-
dad de bienes (Corte Suprema, 19 de octubre de 2010; y 26 de abril de 2011). Por otra parte, a partir de 
la ley N° 19.585, de 1998, los hijos nacidos de estas uniones tienen los mismos derechos hereditarios 
que los nacidos del matrimonio de sus padres.

17	 Ver, por ejemplo, Corte Suprema, Primera Sala, 7 de marzo de 2012, Rol N° 1977-2004 (rechaza re-
cursos de casación en la forma y fondo contra sentencia que da lugar a la pretensión de una suma de 
dinero a título de “compensación económica” a favor de la demandante, mujer sobreviviente de una 
convivencia de hecho, contra la sucesión del difunto).
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En definitiva, el AUC no soluciona las uniones de hecho. Los que coha-
bitan aspiran al matrimonio, quieren casarse. Para ellos el matrimonio es el 
único estado que les devuelve la dignidad, la seguridad y la confianza que les 
permitirá florecer y prosperar. El AUC es un sucedáneo del verdadero ma-
trimonio, que no satisface las aspiraciones más profundas de los que tienen 
establecido su hogar de hecho.

Con el propósito de profundizar las ideas expuestas anteriormente, es pre-
ciso reflexionar sobre lo que entendemos por un verdadero matrimonio, que 
no es el matrimonio “legal” ni lo que la ley define como matrimonio. Tampoco 
podemos buscar lo que es el matrimonio en los fenómenos sociológicos, des-
critos anteriormente ni en otros que pueden demostrar o negar las reflexiones 
que presento a continuación, las cuales me permiten indagar en la estructura 
antropológica de la persona humana, varón y mujer, como constitutiva de la 
vida en sociedad.

2.3 El matrimonio como (doble) bien humano y social básico, de dimensión 
jurídica intrínseca18

El matrimonio es una acción humana que consiste en el acto de casarse: un 
evento libre por el que un hombre y una mujer se eligen el uno al otro como 
cónyuges. Con el matrimonio se forma, entonces, “un estado de vida” que 
constituye un bien social para todos los hombres y mujeres que pueden y quie-
ren casarse. En estas tres dimensiones (acto humano, estado de vida, bien so-
cial), el matrimonio es una exigencia inderogable del amor total y maduro 
entre un varón y una mujer. No es “una” entre las muchas formas en que el 
hombre y la mujer pueden expresarse “conyugalmente” su amor (de manera 
exclusiva, confiada y total), sino la única. El matrimonio no es instrumental 
para ningún fin: es un fin en sí mismo, un bien en sí mismo, un bien básico. 
La única manera verdaderamente humana que tienen el marido y la mujer de 
realizar y actualizar el amor conyugal, es el matrimonio. Dicho de otra mane-
ra, el matrimonio es el único acto y estado de vida con capacidad de enriquecer 
al marido y la esposa y hacerlos florecer como amigos, como padre y madre, 
mediante la confianza en la fidelidad y la incompatibilidad de esta elección 

18	 Para el desarrollo de las siguientes ideas me inspiro principalmente en John Finnis. Cf. Finnis, John, 
“Marriage: A Basic and Exigent Good”, en Finnis, John, Human Rights & Common Good. Collected Es-
says: Volume III, (Oxford University Press), 2011, pp. 316-333. Ver también: Girgis, Sherif; Anderson, 
Ryan T.; George, Robert P., What Is Marriage? Man and Woman: A Defense (Encounter Books), 2012; 
y Rodríguez, María Sara, “Marriage Is a Basic Good, Discernable Through Reason, and Is Entitled to 
Recognition and Protection by the State”, en International Journal of the Jurisprudence of the Family, Vol. 
V, pp.111-143, (2014).
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con las relaciones sexuales no matrimoniales. El matrimonio es la forma más 
profunda de unión posible entre dos seres humanos (expresada mediante la 
unión y la amistad conyugal); y la forma más radical y creativa de colaborar 
recíprocamente en el nacimiento de una o más personas (la transmisión de 
la vida). Por eso existe un interés social en la protección del matrimonio, en 
cambio, las uniones no matrimoniales, al no comprometer la exclusividad y 
la lealtad del hombre y la mujer como marido y esposa, no pueden jamás ser 
equiparadas al matrimonio.

Como otros bienes humanos básicos (la vida, la amistad, el conocimiento, 
el juego), el bien del matrimonio es evidente para cualquier ser humano y 
para cada individuo de la especie humana y no necesita demostración. Todo 
individuo varón o mujer reconoce en la diferencia y complementariedad se-
xual una profunda llamada e inclinación al amor conyugal o matrimonial. 
Como única forma capaz de satisfacer profundamente la tendencia humana 
a la unión y a la amistad conyugal, el matrimonio es incluso preceptivo para 
la mayoría de los individuos de la especie humana: es la forma más buena 
y razonable, aunque exigente, de realizarse para el hombre y a mujer, como 
amigos, como marido y mujer, como padre y madre. Al mismo tiempo, como 
todo proyecto humano, el matrimonio es una elección. Decidir no casarse 
no significa que el matrimonio deje de ser bueno, básico (no un lujo) y pre-
ceptivo para muchos. Solo significa que como acto humano, como estado de 
vida, es libre, por tanto, es elegible por personas humanas concretas, varones 
y mujeres.

El matrimonio es un bien razonable y justo que compromete moralmente 
al marido y a la mujer. Pero también los compromete mediante obligaciones 
exigibles en justicia, es decir, jurídicamente. Hay bienes humanos básicos 
como el juego o la amistad que, aunque valiosos y enriquecedores para todos, 
no poseen una intrínseca dimensión jurídica. El matrimonio, sin embargo, 
tiene una dimensión jurídica en cuanto involucra a dos personas  y tiene un 
“doble” bien (unión y procreación de los hijos), que se transforma en algo 
debido entre el marido y la mujer cuando se casan. Ambos se encuentran 
obligados por los compromisos que asumen, frente a los demás, cuando se 
casan: exclusividad, fidelidad, ayuda mutua, crianza y educación de los hijos. 
Esta “dimensión jurídica intrínseca” del matrimonio no ha sido impuesta por 
la ley, por la convención o por la tradición. Tiene sus orígenes en la misma 
razón que reconoce en las promesas matrimoniales un compromiso de amor 
y de justicia, que exige fidelidad, exclusividad y ayuda mutua. La ley no hace 
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más que “reconocer” y exigir algunas de estas obligaciones en función de la 
confianza que el marido y la mujer depositaron recíprocamente uno en el 
otro cuando se casaron; y de los sacrificios que han hecho por sacar adelante 
el proyecto común de formar una familia. Frente a este proyecto la socie-
dad no puede mantenerse indiferente, si no estuviera legalmente protegida 
la confianza que los novios depositan uno en el otro cuando se casan, sería, 
en algunos casos, algo imprudente e irracional casarse. Si esos derechos y 
deberes que constituyen la base del matrimonio y la mejor manera de vivir y 
de entregarse el marido y la esposa, y son la base sobre la que dan vida y ali-
mentan a las futuras generaciones, no estuvieran protegidos legalmente, las 
consecuencias incluirían la desintegración social, como se puede apreciar en 
variados estudios, cuyos indicadores sirven para demostrar lo que es evidente 
para todos por la experiencia inmediata y común.

El AUC pretende institucionalizar la unión “afectiva, no conyugal”, entre 
dos personas de una forma que no es matrimonial. El AUC no es una unión 
matrimonial porque no exige alteridad de sexos ni exclusividad entre los que 
se unen civilmente. Por el AUC algunos podrían acceder a los beneficios “le-
gales” de estar casados, sin estar realmente casados. La inestabilidad y preca-
riedad del amor no comprometido de los que cohabitan, no se sana median-
te un acuerdo no matrimonial. Decir lo contrario es falacia: lo demuestra la 
experiencia de los que se encuentran unidos de hecho (aunque su unión sea 
“legal”) que igualmente aspiran al matrimonio19. Lo demuestra la agenda de 
los que promueven el matrimonio “igualitario”: no se conforman con el AUC; 
ellos aspiran al matrimonio20.

De la aprobación de uniones no matrimoniales como si fueran matrimo-
nio podrían producirse consecuencias sociales nefandas, como las siguien-
tes21. Primero: el debilitamiento del matrimonio como institución que cons-
tituye el fundamento de todo el tejido social, “base principal de la familia” 

19	 Por ejemplo, en el Reino Unido, ver: Centre for Social Justice, Every Family Matters: An In-Depth Review 
of Family Law in Britain (2009), p. 18, donde se sostiene que entre los jóvenes de menos de 35 años que 
cohabitan, un 75% quiere casarse; y London School of Economics, “Marriage Still the Ideal for Many 
Couples Currently Living Together”, disponible en: http://www.lse.ac.uk/newsAndMedia/news/archi-
ves/2007/MarriageStillIdeal.aspx, estudio en que se presentan los resultados de una encuesta entre 
personas que cohabitan, donde tres cuartos del total de hombres y mujeres entrevistados declaran que 
están planeando casarse o que probablemente se casarán.

20	 Cf. Luis Larrain, carta al director de El Mercurio de Santiago, en El Mercurio de Santiago, miércoles 15 
de abril de 2015, página A2.

21	 Cf. Girgis, Sherif; Anderson, Ryan T.; George, Robert P., What Is Marriage? Man and Woman: A Defense 
(Encounter Books), 2012, pp. 53-72.



50

(artículo 1°, Ley N° 19.947 de 2004), que realiza y expresa el bien de los que se 
casan, de sus hijos y de la entera comunidad civil. El matrimonio es algo más 
profundo y previo a una institución social y legal. Es un bien humano y social 
básico que ningún sucedáneo puede satisfacer. Justamente por esto merece el 
reconocimiento y protección del estado y de las leyes. La institucionalización 
(o legalización) de uniones no matrimoniales, legitima conductas y modos de 
vida que no aportan al entramado social, bienes que sí aporta el matrimonio, 
como la confianza que el marido y la mujer depositan en sus recíprocas pro-
mesas de exclusividad y estabilidad y el contexto más idóneo de colaboración 
recíproca para el ejercicio de la paternidad y maternidad con relación a los 
hijos. Los hijos, por su parte, tienen derecho a nacer en un hogar estable y 
a los cuidados de su padre y madre; y sufren carencias y traumas de diversa 
especie y profundidad cuando carecen de estas condiciones. Segundo: el os-
curecimiento del valor que tiene el llegar a ser padre y madre de los mismos 
hijos, en el más idóneo y excelente de los escenarios posibles para el ejercicio 
colaborativo de la paternidad y de la maternidad en la procreación, crianza y 
educación de los hijos comunes. Tercero: la aprobación de uniones no matri-
moniales como si fueran matrimonio podría llegar incluso a atentar contra 
la libertad religiosa, la más fundamental de todas las libertades. Los casados 
serían siempre “reaccionarios” frente a los unidos mediante AUC.

El AUC, realmente, es un mecanismo instrumental al servicio de una teo-
ría social discutida. 

2.4 El AUC responde a las pretensiones de una teoría social discutida
El AUC solamente responde a la presión de los mismos grupos organizados 
que pretenden el “matrimonio igualitario”, los únicos que empujaron la tra-
mitación parlamentaria de esta ley. ¿Qué persiguen? La legalización de formas 
de unión sexual que la razón no puede legitimar22. Buscan instrumentalizar la 
ley para fines que no tienen justificación por la razón, único parámetro para 
justificar una nueva legislación. Eludiendo  la búsqueda del bien evidente a 
todos por las luces de la razón, el legislador vuelve a verse entregado a la fuer-
za, a la influencia de los poderosos y a las convenciones de la moda, cuando 
accede a transformar en ley la pretensión de un AUC.

Volvamos sobre algunas de las ideas expuestas anteriormente. Nadie 

22	 Para una discusión detallada, cf. Finnis, John, “Law, Morality and ‘Sexual Orientation’”, en Finnis, 
John, Human Rights & Common Good. Collected Essays: Volume III, (Oxford University Press), 2011, pp. 
334-352.
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puede negar la realidad extralegal, evidente para todos, que no necesita de-
mostración, de que la persona humana existe como varón o mujer. El matri-
monio es la única institución que responde a la estructura personal sexuada 
de la persona humana y al impulso que pide al varón y a la mujer el trascender 
su individualidad en el amor conyugal. Cuando un hombre y una mujer se 
quieren aspiran a darse de una manera total y exclusiva, que solo es posible 
entre marido y mujer en el compromiso matrimonial. La “unión conyugal” es 
solamente posible “entre el marido y la mujer” y de ninguna otra forma que 
podamos imaginar. Cuando un hombre y una mujer conviven, no se unen 
como marido y mujer, lo que les acarrea una permanente insatisfacción per-
sonal. Si nacen hijos, éstos sufrirán la insatisfacción de sus padres, aunque 
permanezcan unidos, mientras no se entreguen como marido y mujer.

La única relación que se puede llamar matrimonio, en realidad, es la que 
se funda en la promesa de un hombre y una mujer de darse libremente el 
uno al otro para toda la vida, en una comunión exclusiva de vida y amor, de 
una manera tal que haga posible la continuidad de la especie a través de la 
procreación. Cualquier otra forma de unión entre un hombre y una mujer, 
incluso la que involucra actividad sexual, no es matrimonial y nunca podría 
llegar ser ni llamarse matrimonio. Este es el caso de las uniones civiles y otras 
formas de vida en común con contenido sexual, cualquiera sea el nombre que 
puedan tener.

La unión sexual entre dos personas del mismo sexo no es ni puede llegar 
nunca a ser conyugal, porque no cumpliría con el doble bien del matrimonio, 
que se traduce en la amistad conyugal y la procreación de los hijos que pue-
dan nacer de la unión sexual entre el marido y la mujer. La unión sexual entre 
dos personas del mismo sexo es una forma de solitaria masturbación. Nunca 
podría consumarse como un acto conyugal (de unión física, sexual, espiritual, 
biológica, psicológica), apto para la transmisión de la vida. Es violento reco-
nocerlo y ponerlo por escrito, pero verdaderamente los actos homosexuales 
son el placer que buscan los que conciben la vida como una realización “in-
dividual, autosuficiente y auto-referente”, que no puede producir felicidad. 
Dentro de esta concepción, la familia es instrumental para la satisfacción de 
los propios deseos, la receta perfecta para el fracaso, la insatisfacción y la frus-
tración.

La familia que protege nuestra Constitución Política (artículo 1) es otra. 
Es la comunidad de vida y amor en la que el hombre y la mujer se tras-
cienden cuando se dan, entretejiendo la estabilidad del hogar, en que van a 



52

recibir los hijos con que pueda ser bendecido su “amor conyugal”. El AUC 
distorsiona gravemente esta visión y distrae a la opinión pública de la ver-
dadera discusión: qué es el matrimonio, por qué es una institución que me-
rece la protección del Estado, por qué no puede ser equiparado a cualquier 
otra forma de vida en común no matrimonial, entre personas del mismo o 
de distinto sexo.

3. La institucionalización del AUC como unión no matrimonial equipa-
rada al matrimonio

El AUC aparece, en realidad, como la institucionalización de una unión no 
matrimonial. Esto se constata fácilmente con la simple lectura de la ley; es-
pecialmente cuando se examinan los requisitos de fondo y de forma exigidos 
para su establecimiento, los efectos personales y patrimoniales del mismo, y 
la forma como termina este acuerdo. Se refieren estrictamente a lo anterior, 
28 de los 46 artículos de la ley. La Ley N° 20.830, de 21 de abril de 2015, 
está dividida en siete títulos y un artículo transitorio. Este último establece la 
entrada en vigencia de la ley a los seis meses de su publicación en el Diario 
Oficial, es decir el 21 de octubre de 2015. El acuerdo de unión civil queda ins-
titucionalizado en los artículos 1 al 28 de la Ley N° 20.830.

3.1 Cómo se configura el AUC
El Título I nos informa que el AUC es “un contrato celebrado entre dos perso-
nas que comparten un hogar” para “regular los efectos jurídicos derivados de 
su vida afectiva en común, de carácter estable y permanente” (artículo 1); que 
el AUC confiere un “estado civil” que se denomina “conviviente civil” (artículo 
1); que engendra los derechos y obligaciones que se establecen en la misma 
ley (artículo 2); que es un acto puro y simple, que no puede prometerse (ar-
tículo 2); y que genera entre un conviviente civil y el otro, un parentesco por 
afinidad con los consanguíneos de cada cual que existe mientras se encuentre 
vigente el acuerdo y, por tanto, cesa cuando este termina (artículo 4).

El Acuerdo de Unión Civil surge por el consentimiento formal de dos per-
sonas, de igual o distinto sexo, “que comparten un hogar” pero no se obligan 
a vivir juntas, para regular los efectos jurídicos de su “vida afectiva en común” 
que no excluye la vida afectiva con terceras personas. El AUC carece, por tan-
to, de los elementos estructurales del matrimonio: la unión conyugal (es decir, 
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coital o copular) “exclusiva” entre el marido y la mujer (unidad y complementa-
riedad sexual) y una exclusividad actual y tendencial (indisolubilidad).

3.2 Requisitos de fondo del AUC
Aunque carece de los elementos más esenciales del matrimonio, los requisi-
tos para contraer un AUC están concebidos según el modelo matrimonial y 
son los siguientes:

a.	 Mayoría de edad de los contratantes;
b.	 libre administración de sus bienes (excepto el disipador bajo interdic-

ción, que igualmente puede celebrar este acuerdo);
c.	 libre y espontáneo consentimiento, que falta por error en la identidad 

de la persona del otro contratante; o por fuerza en los términos de los 
artículos 1456 y 1457 del Código Civil;

d.	 no ser los contrayentes ascendientes y descendientes entre sí, por con-
sanguinidad o afinidad;

e.	 no ser los contrayentes colaterales entre sí hasta el segundo grado (her-
manos);

f.	 no estar unido alguno de los contratantes con una tercera persona por 
un vínculo matrimonial no disuelto; y

g.	 no estar unido alguno de los contratantes con tercera persona por un 
acuerdo de unión civil vigente.

Rigen igualmente para el AUC los impedimentos impedientes para el ma-
trimonio, establecidos en los artículos 126 a 130 del Código Civil (artículos 10 
y 11), que se denominan generalmente, impedimentos de segundas nupcias. 

Concordando estos requisitos con el concepto de AUC que ofrece el artícu-
lo 1 de la ley, es posible observar que no son requisitos para un AUC el que las 
dos personas que lo contraen: (1) compartan efectivamente un hogar común; 
(2) demuestren tener entre ellos una vida afectiva en común; (3) ni que esta 
vida afectiva sea “estable y permanente”. El AUC, entonces, es un acuerdo 
más formal que real.

3.3 Requisitos de forma
La celebración del matrimonio civil exige manifestación, información, cele-
bración ante oficial civil y dos testigos hábiles, e inscripción del acta en el 
Registro de matrimonios correspondiente (artículos 9 a 16, Ley N° 19.947). 
La Ley N° 20.830 toma menos precauciones para la validez del acto. No exige 
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manifestar la intención de contraer un AUC, ni información sumaria de en-
contrarse los interesados libres de los impedimentos que mencionan los artí-
culos 7 (mayoría de edad y libre administración de bienes); 9 (parentesco por 
consanguinidad o afinidad en la línea recta o en la colateral hasta el segundo 
grado; AUC vigente o vínculo matrimonial no disuelto); 10 (hijos bajo patria 
potestad); 11 (tiempo de espera si uno de los contrayentes es mujer y quiere 
pasar a un segundo AUC en estado de embarazo). Las diligencias previas de 
manifestación e información se sustituyen por una declaración jurada de los 
contrayentes. “En este acto, los contrayentes deberán declarar bajo juramente 
o promesa, por escrito, oralmente o por lenguaje de señas acerca del hecho 
de no encontrarse ligados por vínculo matrimonial no disuelto o acuerdo de 
unión civil vigente” (artículo 5, inciso 2°, Ley N° 20.830). Esta declaración o 
juramento puede hacerse por mandatario.

La celebración se hace ante oficial civil. El artículo 5, inciso 1°, dispone que 
el AUC se celebre ante cualquier oficial civil, quien levantará acta de todo lo 
obrado, “la que será firmada por él o los contrayentes”. La celebración puede 
hacerse en la oficina del Servicio del Registro Civil o en cualquier lugar dentro 
del territorio de su jurisdicción.

Concluida la celebración, el oficial deberá inscribir el acta en un registro 
especial de acuerdos de unión civil que llevará el Servicio de Registro Civil (ar-
tículo 6).

3.4 Efectos personales y patrimoniales del AUC
El AUC tiene los efectos personales que menciona el artículo 14:

a.	 Ayuda mutua;
b .	 y obligación de contribuir a los gastos de la vida en común en propor-

ción a sus facultades y al régimen de bienes que exista entre ellos.

Las partes de un AUC no tienen obligación de vivir juntos, ni de guardarse 
fidelidad. A pesar de no tener los convivientes obligación civil de cohabitar 
ni de guardarse fidelidad, la ley establece que los hijos de una mujer “con-
viviente civil” se presumen ser del “conviviente civil” varón con el que tiene 
vigente un AUC (artículo 21 con relación al artículo 184 del Código Civil). Con 
esta presunción, estos hijos no necesitan ser reconocidos por el verdadero 
padre, aunque el progenitor pueda desconocer esa filiación o impugnarla, se-
gún dispone el artículo 184 del Código Civil. La multisecular presunción pater 
is est quaem nuptiae demonstrant (Dig. 2, 4, 5) (el padre es quien las nupcias 
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señalan), propia del matrimonio, se extiende por esta ley a una unión no ma-
trimonial.

Los efectos patrimoniales del AUC están regulados en los artículos 15 a 
20 de la ley. Los “contrayentes” pueden pactar un régimen de comunidad de 
bienes adquiridos a título oneroso durante la vigencia del AUC (artículo 15, 
inciso 1°). Pueden, posteriormente, sustituir esta comunidad por separación 
total de bienes (artículo 15, incisos 2° a 4°). Si nada pactan, se entiende que no 
buscan establecer entre ellos una comunidad de bienes.

Se le da a los AUC o contratos equivalentes celebrados en el extranjero, 
el mismo efecto que tienen actualmente los matrimonios celebrados en el 
extranjero (artículo 15, inciso 5°).

Por último, aun cuando la suya es una unión no matrimonial, los “convi-
vientes civiles” pueden pedir la afectación de la vivienda que sirve de residen-
cia principal de la familia como bien familiar (artículo 15, inciso final, con 
relación a los artículo 141 a 149 del Código Civil). Dando a esta norma una in-
terpretación armónica con las del Título VI, § 2 del Código Civil, debe enten-
derse que el derecho a pedir la afectación de una vivienda y los muebles que 
la guarnecen como bien familiar, corresponde solamente al “conviviente civil” 
no dueño (legitimación activa) contra el dueño (legitimación pasiva). No pro-
cedería apelar a estas normas si los “convivientes civiles” hubiesen pactado 
comunidad de bienes al celebrar el AUC, pues siendo copropietarios ambos 
de dichos bienes pueden usar y gozar de ellos como tales. La ley no establece 
normas sobre la administración de los bienes que se tienen en común; por 
lo que rige supletoriamente el régimen de administración de comunidades, 
establecido en los artículos 2304 a 2312 del Código Civil.

El AUC podría servir eficazmente como sustitutivo del testamento, pues 
el “conviviente civil” (con AUC vigente a la fecha de delación de la heren-
cia según el artículo 18) es heredero abintestato y legitimario del causante, 
pudiendo concurrir con los hijos de este; y es también asignatario de la 
cuarta de mejoras (artículo 16). Puede ser desheredado por cualquiera de 
las causas consideradas para desheredarse a un ascendiente o al cónyuge 
(artículo 17 con relación al artículo 1208 del Código Civil). Tiene, por últi-
mo, el mismo derecho que la ley hoy reconoce al cónyuge sobreviviente de 
pedir adjudicación preferente en propiedad o en derechos de habitación y 
uso de la vivienda en que resida y que sea o haya sido vivienda principal de 
la familia (artículo 19 Ley N° 20.830, con relación al artículo 1337, regla 10a, 
del Código Civil).



56

Finalmente, el “conviviente civil” está legitimado expresamente por el artí-
culo 20 para las acciones civiles contra terceros por muerte o incapacitación 
de la otra parte en el AUC23.

3.5 Terminación del AUC
La terminación del AUC “pone fin a todas las obligaciones y derechos cuya 
titularidad y ejercicio deriven de la vigencia del contrato” (artículo 28) y está 
regulada entre los artículos 26 y 27 de la ley. Sorprende, nuevamente, el grado 
de asimilación que alcanzan estas normas a las de terminación del matrimo-
nio por muerte natural o presunta, por voluntad mutua o unilateral (divorcio) 
o por nulidad (artículo 26).

Queda por verse la cantidad de controversias que puede llegar a producir  
esta regulación. La ley incluye un derecho a compensación económica del 
“conviviente civil” menoscabado por alguna de las formas de terminación que 
confieren igual derecho en el matrimonio (artículo 27). “Esta compensación 
se regulará y determinará en la forma prevista en los artículos 62 a 66 de la 
Ley N° 19.947” (artículo 27, inciso 2°).

4. Más disposiciones legales que asimilan el AUC al matrimonio

La ley N° 20.830 cierra su articulado con una serie de normas cuya finalidad 
es asimilar, en todas las formas posibles de pensar, los efectos del AUC a los 
del matrimonio, sin que los que contraen un AUC asuman las responsabili-
dades correspondientes al verdadero matrimonio.

4.1 Jurisdicción de los tribunales de familia
La ley N° 20.830 finalmente optó por dar competencia a los tribunales de 
familia para conocer de las materias a que se refiere el artículo 8° de la ley N° 
19.968, que se susciten entre convivientes civiles. La liquidación de bienes 
comunes, sin embargo, sigue sujeta a las reglas generales, es decir, como rei-
tera el artículo 22, inciso 2°, puede hacerse de común acuerdo o someterse al 
conocimiento de un juez partidor, con la excepción expresa de que las partes 
pueden conferir al partidor el carácter de árbitro arbitrador.

23	 Sobre esta norma, ver columna de Hernán Corral. Corraltalciani.wordpress.com, Acuerdo de Unión 
Civil y responsabilidad por daños causados por terceros a uno de los convivientes, 26 de abril de 2015.
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4.2 Otras formas de asimilación de los convivientes civiles a los casados
Los artículos 23, 24 y 25 de la ley contienen normas que habrían hecho inne-
cesarias, aunque solo sea por razones de economía legislativa, muchas de las 
modificaciones a cuerpos legales vigentes que introduce la ley en los artículos 
28 a 48. El artículo 23 dispone que “todas las inhabilidades, incompatibili-
dades y prohibiciones que las leyes y reglamentos establecen respecto de los 
cónyuges se harán extensivas, de pleno derecho, a los convivientes civiles”. 
Esta norma hace innecesarias las siguientes reformas: artículo 34 (modifica-
ciones al Código de Procedimiento Civil); artículo 35 (modificaciones al Có-
digo Orgánico de Tribunales) y artículo 44 (modificaciones a la Ley de Matri-
monio Civil).

El artículo 24 dispone que “las leyes y reglamentos que hacen alusión a los 
convivientes, sea con esta expresión y otras que puedan entenderse referidas a 
ellos, serán igualmente aplicables a los convivientes civiles”. Esta disposición 
hace innecesarias las siguientes reformas: artículo 39 (reformas al Código 
Penal); y artículo 46 (reformas a la ley N° 16.744, sobre seguro obligatorio de 
accidentes del trabajo).

El artículo 25 de la Ley N° 20.830 es otra norma innecesaria, en cuanto ex-
tiende al conviviente civil la prohibición del artículo 450 del Código Civil para 
que un cónyuge sea nombrado curador de su marido o mujer declarado/a en 
interdicción por disipación. A falta de personas idóneas, la curaduría del disi-
pador es dativa (artículo 448 del Código Civil), es decir, al curador lo nombra 
el juez. Era innecesario este artículo 25 para que el juez tenga esta atribución. 
También lo es en cuanto dispone que un conviviente civil sea llamado a ejer-
cer la curaduría del otro conviviente bajo interdicción por demencia. A falta 
de personas idóneas, la curaduría del demente es dativa; es decir, la persona 
del curador la designa el juez.

El artículo 45 de la ley N° 20.830 modifica el artículo 226 del Código Ci-
vil, para autorizar expresamente al juez a entregar el cuidado personal de los 
hijos al conviviente civil del padre o madre. Este artículo es una norma de 
extremada importancia pues contiene la regla que permite separar a un niño 
del cuidado personal de su padre o madre biológico/a, o de ambos, para en-
tregarlo a la tutela de terceras personas, parientes o extraños. Lo único que 
puede autorizar esta decisión es la inhabilidad física o moral de ambos padres 
biológicos; en cuyo caso, solamente el juez puede elegir al tercero en quien 
confiar el cuidado personal del niño, debiendo preferir a los consanguíneos 
más próximos y, en especial, a los abuelos. Modificando el Código Civil para 
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autorizar la entrega de menores al conviviente civil de su padre o madre la Ley 
N° 20.830 ha llevado las cosas demasiado lejos. El juez siempre deberá preferir 
al consanguíneo más próximo y, de preferencia, a los abuelos; independiente-
mente de la existencia o no de un “conviviente civil” del padre o madre del me-
nor sujeto a esta medida. No debería siquiera autorizarse la decisión judicial 
que permita entregar el cuidado personal de un menor al conviviente civil de 
su padre o madre. La decisión de separar a un niño del cuidado de sus padres 
y, luego, preferentemente de sus parientes, es grave; y solo se justifica si no 
hay personas idóneas que puedan tener el cuidado del niño.

Los artículos 29 a 46 de la ley reforman 18 leyes de la República actual-
mente vigentes, con la finalidad de extender a los convivientes civiles los 
efectos del matrimonio. Con esta observación es posible retornar a las con-
sideraciones efectuadas al principio de estas líneas. El Acuerdo de Unión 
Civil es un sucedáneo del verdadero matrimonio y la magnitud de su impac-
to social está por verse. También habrá que observar si los que actualmente 
conviven optarán por esta fórmula disminuida del verdadero matrimonio y 
si quienes opten por iniciar una vida en común mediante esta fórmula que-
darán satisfechos con ella y no será solo una situación de transición hacia 
el matrimonio.

5. Conclusiones

Son muchos los motivos por los que ha sido un error legislar en esta mate-
ria. Esta ley nos deslizará inevitablemente hacia ese símil del matrimonio 
que algunos denominan “igualitario”, que consiste en legitimar las relacio-
nes no matrimoniales. Esto es especialmente grave cuando se legitiman re-
laciones que no son ni pueden llegar a ser realmente conyugales. Lo que 
hemos descrito significa utilizar la fuerza coactiva y el poder de configura-
ción cultural de la ley para fines privados de grupos de presión, poniéndola 
al servicio de lo que muchos llaman una ideología. “Este es el primer paso, 
no descansaremos hasta lograr el matrimonio igualitario”24, declaró un re-
presentante de los grupos de interés que impulsaron la ley. Una ley así es 
un error y solo podrá causar daño social, aumentando el que ya produce la 

24	 La Tercera (edición on-line), “Bachelet promulga Acuerdo de Unión Civil”, lunes 13 de abril de 2015 
(disponible en: http://www.latercera.com/noticia/politica/2015/04/674-625246-9-bachelet-promul-
ga-acuerdo-de-union-civil-no-queremos-espacio-para-la.shtml).
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desprotección en que se encuentra la familia y la falta de incentivos legales 
para casarse.-


